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RESUMEN EJECUTIVO

El Estado Dominicano ha realizado importantes esfuerzos para cumplir con sus obligaciones derivadas de la ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer.

En materia de legislación, la ley 24-97 constituye un importante avance, al penalizar la violencia contra la mujer de acuerdo a lo establecido en la Convención. No obstante, el resto de las disposiciones de esta Ley son genéricamente neutras, lo que implica la posibilidad de que las mismas puedan ser aplicadas en contra de las mujeres. La Secretaría de Estado de la Mujer realiza esfuerzos para fortalecer las normativas vigentes a favor de la mujer, participando con propuestas a la modificación al Código Penal y de Reforma Constitucional.

Se han realizado avances en materia de planes y estrategias para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, mediante la aprobación de un Plan Nacional de Equidad de Género y un Modelo Nacional de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar, que han posibilitado la coordinación intersectorial de acciones, tanto a nivel nacional como provincial. Los esfuerzos para la sensibilización y capacitación de funcionarios y funcionarias han sido importantes.

En materia de acceso a la justicia se ha avanzado en la apertura de instancias para la recepción de denuncias, así como la existencia de asesoría legal gratuita para las mujeres, de líneas telefónicas gratuitas y de una casa de acogida para los casos de alto riesgo. Sin embargo, subsisten dificultades para hacer frente a la demanda de los servicios, para obtener sentencias condenatorias y los plazos para otorgar las medidas de protección siguen siendo muy prolongados.

En materia de asignación presupuestaria, el presupuesto nacional no permite identificar las partidas asignadas a la prevención y atención de la violencia contra las mujeres. La Secretaría Nacional de la Mujer recibe un 0.11% del presupuesto, una parte del cual, que no es posible identificar, se destina a dichos programas.
En materia de recolección de información y estadísticas se aprecian considerables esfuerzos por contar con datos, sobre todo a nivel judicial. El propósito de establecer un sistema nacional de información en violencia resulta loable, dado que el mismo permitirá la unificación y concentración de los datos que en el momento actual se encuentran dispersos y son de diversa índole.

I.
LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE. PLANES NACIONALES

1.
Avances: 

A partir de la ratificación de la Convención de Belém do Pará se aprecia un importante avance del Estado Dominicano, en lo referente a la legislación, mediante la aprobación de leyes que modifican las prácticas jurídicas que respaldan la tolerancia de la violencia contra la mujer.

Un primer avance que puede señalarse es la aprobación de la Ley 24-97, de 1997, que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Criminal y el Código para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes vigentes. Es una ley que incluye disposiciones sobre violencia intrafamiliar, violencia sexual, discriminación y delitos de abandono, secuestro de niños, entre otros. Esta ley establece el delito de violencia contra las mujeres en su artículo 309-1:
“Constituye violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, pública o privada en razón de su género que causa daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, mediante el empleo de fuerza física o violencia sicológica, verbal, intimidación o persecución”. 

Esta definición legal se ajusta a lo establecido en el artículo 1 de la Convención, al contemplar específicamente normas dirigidas a la protección de las mujeres, así como comprender los diferentes tipos de violencia: física, sexual y psicológica.

La misma ley establece sanciones para los agresores que se introduzcan en la casa o lugar donde la persona se encuentre albergada, poniendo en peligro su vida, causen daño corporal, porten armas con la intención de matar o mutilar, ejerzan la violencia en presencia de niños o niñas, realicen amenazas de muerte o destruyan bienes, restrinjan la libertad de la persona, cometan la violencia después de dictarse las medidas de protección u obliguen a la persona a intoxicarse con alcohol o drogarse.

La ley incluye normativa sobre violencia sexual en el matrimonio, aunque la misma no está dirigida específicamente a la protección de las mujeres, sino que es genéricamente neutra. La normativa contempla el acceso a reparación para víctimas de violencia, sean mujeres o no, mediante una medida de protección que obliga al agresor a indemnizar a la víctima de violencia por gastos legales, tratamiento médico, consejos psiquiátricos y orientación profesional, alojamiento y otros gastos.

La Ley también contempla la asistencia de los infractores a programas terapéuticos o de orientación familiar. Sin embargo, hasta el momento solamente existe un modelo de reciente aplicación.

Otros avances legislativos que pueden señalarse son la aprobación de la Ley 137-03, que sanciona el tráfico ilícito de migrantes y especialmente la trata de personas y la prostitución forzada y la Ley de Creación de la Secretaría de Estado de la Mujer, que hace obligatoria la capacitación permanente en materia de género para funcionarios(as) públicos(as).

Es de destacar que la Secretaría de Estado de la Mujer realiza esfuerzos para fortalecer las normativas vigentes a favor de la mujer, participando con propuestas a la modificación al Código Penal y de Reforma Constitucional.

En lo referente a los avances en materia de planes y estrategias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, el Estado Dominicano cuenta con un Plan Nacional de Equidad de Género y un Modelo Nacional de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar. A partir de 1998 se Creó la Comisión Nacional de Prevención y Lucha contra la Violencia Intrafamiliar (CONAPLUVI), que se encarga de trazar las líneas de acción para incidir en la problemática. La Secretaría de Estado de la Mujer, que constituye el mecanismo de seguimiento a la implementación de la Convención de Belém do Pará,  se encuentra a cargo del diseño del plan o estrategia, así como de su ejecución, en coordinación con la CONAPLUVI. 

Se observan avances en la integración interinstitucional, que abarca tanto a instituciones estatales como de la sociedad civil y que ha permitido la instalación de servicios especializados en la atención de víctimas de violencia contra la mujer e intrafamiliar. Asimismo, la coordinación intersectorial ha hecho posible la creación de doce redes locales de Atención y Prevención de la Violencia a nivel comunitario, así como la creación de un sistema de capacitación y sensibilización en Género y Violencia.

Otro avance a destacar es que se está diseñando un instrumento único para recoger información de víctimas de violencia tanto en el sistema de justicia como en el de salud.

Debe señalarse que se realizó un proceso de revisión, evaluación y actualización del Plan Estratégico, desde fines del año 2004 hasta el 2006, a partir del cual se decidió definir indicadores y establecer una base de datos para monitorear el seguimiento y cumplimiento de los compromisos contraídos por las diferentes instituciones estatales.

Otro avance que puede identificarse es la articulación de las estrategias a niveles provincial y municipal, mediante 52 oficinas Provinciales y Municipales de la Mujer, de la Secretaría de Estado y la conformación de las redes locales.

Se han organizado seminarios sobre violencia contra la mujer, dirigidos a legisladores y asesores y también se ha coordinado la visita de expertas a las legislaturas. El país cuenta con una Comisión Legislativa de Asuntos de la Familia y Equidad de Género que se encarga de fiscalizar los proyectos de ley para beneficio de las mujeres.

2.
Obstáculos

Si bien la ley 24-97 define la violencia contra la mujer, el resto de sus normas son genéricamente neutras (violación en la pareja, victimarios(as). La Convención establece en su artículo 7, inciso c., la obligación de los Estados Parte de “incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer”. Las normas genéricamente neutras se apartan de los mandatos de la Convención. Teniendo en cuenta las “relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” y que los hombres culturalmente se han habituado a los espacios públicos y tienen una mayor familiaridad con los instrumentos legales la existencia de normas genéricamente neutras podría llevar a su aplicación en contra de las mujeres, aún en los casos en que ellas son las víctimas.
La misma ley contempla dentro de las órdenes de protección del artículo 309-6 un inciso e) que establece la prohibición para la víctima de trasladar u ocultar los hijos comunes. La Convención obliga a los Estados Parte a “establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección…” (artículo 7, inciso f.). La inclusión de una orden de protección que se dirige hacia las víctimas puede considerarse contraria a lo establecido en la Convención, dado que la misma establece la necesidad de contar con medidas para la  protección de las víctimas, no contra ellas. Por otra parte, teniendo en cuenta que la amenaza de separar a las madres de sus hijos e hijas es una de las formas que utilizan los agresores para mantener el poder y el control sobre las  mujeres, esta norma se podría transformar en un elemento más para sustentar la violencia contra las mujeres.

Otro obstáculo que puede señalarse desde la legislación es la inexistencia de leyes que condenen el incumplimiento de la legislación por parte de funcionarios(as) públicos(as). Teniendo en cuenta que los factores culturales que sustentan y perpetúan la violencia contra las mujeres también han sido internalizados por los funcionarios y funcionarias que deben aplicar la legislación, se hace necesario contar con normas que sancionen el  incumplimiento de la misma, como forma de modificar las prácticas consuetudinarias que respaldan la persistencia o la tolerancia a la violencia contra la mujer.

Otro obstáculo que puede señalarse, a nivel de planes nacionales, es el establecimiento de un plan conjunto para la atención de agresores y agresoras. Este obstáculo se deriva de la neutralidad genérica de la ley 24-97, que resulta en un tratamiento indiscriminado de la problemática en hombres y mujeres, sin atender a la distribución desigual del poder entre ambos y a las características especiales que asume la violencia contra las mujeres. Sin embargo, debe reconocerse que este modelo constituye un primer esfuerzo de la fiscalía para contar con algún tipo de programas de asistencia para agresores, que funciona como programa piloto, puesto que no ha quedado sistematizado dentro de la estructura que conforma el sistema judicial.

3.
Retrocesos

No se observan retrocesos.

II.
ACCESO A LA JUSTICIA

1.
Avances

Un importante avance está constituido por el establecimiento de instancias especializadas en la atención de las personas afectadas por la violencia. La creación de nueve Fiscalías Barriales en los sectores con mayor índice de violencia contra la mujer en el Distrito Nacional y la Provincia de Santo Domingo implica un esfuerzo del Estado para ofrecer una respuesta eficiente y oportuna a las mismas. De la misma manera, la existencia de fiscalías jurisdiccionales y de Unidades de Atención de Víctimas y de cinco Destacamentos Policiales “Amigos de la Mujer” en San Francisco de Macorís, Santiago y Villa Altagracia, Baní y Ensanche Ozama, así como el funcionamiento del Centro de Atención a la Mujer Maltratada, dependencia de Patología Forense que expide los certificados médicos a las víctimas, pueden considerarse importantes avances en materia de protección y acceso a la justicia por parte de las mujeres.

Los esfuerzos realizados para agilizar el proceso de recepción de denuncias y el otorgamiento de las medidas de protección, así como la existencia de medidas de protección para garantizar la seguridad de las víctimas de violencia, constituyen avances en el cumplimiento de la Convención.

La posibilidad de proporcionar a las mujeres agredidas asistencia legal gratuita, tanto a nivel gubernamental como no gubernamental, constituye sin duda un importante avance, sobre todo teniendo en cuenta las dificultades que pueden tener las mujeres para enfrentar los sistemas judiciales cuando no cuentan con asistencia. El desconocimiento de la ley y fundamentalmente de los aspectos procesales, constituyen severas barreras para el acceso de las mujeres a la justicia, que pueden salvarse mediante una asistencia legal adecuada y accesible, sobre todo si la misma es gratuita, tal como la ofrecida.

La sensibilización sistemática de prestatarios(as) de servicios, iniciada en el año 2004, ha alcanzado a 1500 personas, aunque los esfuerzos se han concentrado en 180 prestatarios(as) directos de servicios. Dado lo reciente del programa, las cifras de personal sensibilizado y capacitado son muy promisorias.  

La inclusión de jornadas de autocuidado para prestatarias(os) constituye una importante previsión no sólo por su importancia a nivel personal, dado que contribuye a mitigar los efectos del síndrome de burn out, sino también como medio de disminuir la rotación del las funcionarias y funcionarios, lo cual redunda en la mejora del servicio prestado.

El desarrollo, por parte de la Secretaría de Estado de la Mujer, de estrategias para monitorear la calidad de los servicios prestados por las diferentes instancias, es sin duda una forma de garantizar la calidad de los mismos, en beneficio de las mujeres afectadas por la violencia.

Otro importante avance está constituido por la creación del Programa Nacional de Atención y Prevención de la Violencia, en el año 2004, mediante el cual se impulsa un Modelo de Atención Integral Nacional, que articula los sistemas jurídico, policial y de salud

También puede considerarse como avance la existencia de dos líneas telefónicas de emergencia, una en la Secretaría de Estado de la Mujer y otra en la Fiscalía del Distrito Nacional, que es de acceso directo gratuito y funciona las 24 horas del día.

Se cuenta de la existencia de una casa de acogida, dirigida por una ONG, la cual permite salvaguardar la vida y la integridad de las mujeres que se encuentran en situaciones de riesgo. Por otra parte, como forma de ampliar este servicio, se está coordinando la apertura de tres nuevas casas, por parte de la Secretaría de Estado de la Mujer.

2.
Obstáculos 

Las estadísticas presentadas por el Estado Dominicano muestran un bajo número de investigaciones iniciadas y de sentencias condenatorias en materia de violencia contra las mujeres. En el año 2003 entraron 2,345 denuncias, se dictaron 1,036 sentencias definitivas y 246 personas fueron condenadas por violación a la ley 24 – 97, lo cual significa que solamente el 23.74% de las sentencias fueron condenatorias. En el año 2004 disminuyó el número de denuncias a menos de la mitad (1,056) y se dictaron 502 sentencias definitivas, de las cuales 188 fueron condenatorias (37,45%). Esta situación podría significar que no se está actuando “con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer” (artículo 7, numeral b). Tal como afirma la CIDH, “una respuesta judicial efectiva frente a actos de violencia contra las mujeres comprende la obligación de hacer accesibles recursos judiciales sencillos, rápidos, idóneos e imparciales de manera no discriminatoria, para investigar, sancionar y reparar estos actos, y prevenir de esta manera la impunidad” (CIDH, 2007, pp. 3).
Si bien el Estado Dominicano ha hecho grandes esfuerzos para multiplicar los servicios donde las mujeres agredidas pueden presentar sus denuncias, se  evidencian algunas dificultades para hacer frente a la demanda de atención, lo que podría hacer que algunas mujeres desistieran de sus propósitos de denunciar la situación de violencia que están viviendo.

A pesar de los esfuerzos realizados, el tiempo que transcurre, en promedio, entre la recepción de una denuncia y la adopción de medidas de protección puede ser de hasta tres meses. Teniendo en cuenta que las situaciones de violencia ponen en peligro la vida y la integridad física de las mujeres, una espera de tres meses para contar con medidas de protección parece excesiva e implica un obstáculo para el acceso a la justicia pronta y cumplida para las mujeres. 

Las medidas cautelares establecidas en la ley 24-97 se dirigen a las víctimas pero no incluyen a las y los testigos de los hechos de violencia que la misma pueda ofrecer para los procesos judiciales. 

La existencia de una sola casa de acogida para todo el territorio nacional, con un cupo muy limitado, es un obstáculo para la protección de las mujeres que enfrentan situaciones extremas de violencia. Por otra parte, la casa de acogida existente pertenece a una organización no gubernamental y opera con fondos privados. No obstante, se reconocen los esfuerzos para ampliar el número de albergues y los servicios prestados en los mismos.

No se ha utilizado la modalidad de atención de grupos de autoayuda. Estos han demostrado ser un medio eficaz para el apoyo de las mujeres afectadas por la violencia. Además de ser un recurso de bajo costo, dado que son manejados por mujeres sobrevivientes con capacitación para apoyar a otras mujeres, pueden ser la alternativa de elección para muchas víctimas que se pueden sentir con mayor confianza para hablar de sus problemas frente a sus iguales.

3.
Retrocesos

No se observan retrocesos.

III.
PRESUPUESTO NACIONAL

1.
Avances 

La Secretaría de Estado de la Mujer recibe un 0.11% del presupuesto nacional, con una parte del cual, que no es posible identificar sin realizar una investigación, se financian las acciones destinadas a reducir la violencia contra las mujeres.
Existen prácticas de coordinación con organizaciones no gubernamentales y éstas reciben fondos del Estado, pero no se precisa el monto ni modalidad de entrega de los mismos.

2.
Obstáculos

El presupuesto del Estado Dominicano no establece partidas específicas destinadas a violencia contra las mujeres. Tampoco existen partidas destinadas a programas de capacitación destinados a prevenir la violencia contra las mujeres.

La estructura del presupuesto nacional no permite desglosar las inversiones en materia de violencia, dado que el mismo se presenta en bloques institucionales. 

3.
Retrocesos

No se observan retrocesos.

IV.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

1. Avances

El establecimiento de un sistema de registro y recopilación estadística sobre trámites judiciales de denuncias, procesos y sentencias de violencia contra la mujer, por parte de la Procuraduría de la República, así como la recopilación de las denuncias por parte del departamento de estadísticas de la Suprema Corte de Justicia, pueden ser considerados importantes avances en materia de información y estadísticas sobre violencia contra las mujeres.

La iniciativa de la Secretaría de Estado de la Mujer, en conjunto con otras instituciones no gubernamentales de diseñar un sistema nacional de información sobre violencia intrafamiliar constituye sin duda un avance que permitirá unificar y concentrar, en el futuro, la información existente.

Se cuenta con datos sobre juicios realizados en razón de la violencia contra la mujer. En el año 2005 se solicitaron 98 medidas de coerción y hubo 40 decisiones. En el año 2004 entraron 1056, se dictaron 502 sentencias definitivas y 188 personas fueron condenadas por violación a la ley 24-97

También se ha recopilado estadísticas de atención de la línea telefónica de la Secretaría de Estado de la Mujer. En el último año se atendió 198 llamadas.

Se ha recopilado estadísticas sobre femicidio a partir de 1999. El número de femicidios por año es como sigue:

	AÑO
	FEMICIDIOS

	1998
	32 casos

	1999
	50 casos

	2001
	110 casos

	2003
	104 casos

	2004
	117 casos

	2005
	110 casos


También se han realizado de varias investigaciones sobre la situación de la mujer.

La inclusión en la Encuesta Experimental de Demográfica y de Salud (ENDESA), de 1999, de un módulo experimental sobre violencia familiar,  constituye un importante avance que permite tener una visión de la situación del país. En el año 2002 se mantiene el módulo sobre violencia doméstica, lo cual es indicativo de una práctica orientada a contar con información más actualizada sobre la problemática.

El Censo Nacional de Población y vivienda, realizado en el año 2002, registra 4.297.326 mujeres, lo que significa un 50.19% de la población nacional, distribuidas por grupos de edad de la siguiente forma: de 0 a 14 años: 1.431.252; de 15 a 29 años: 1.174.813; de 30 a 44 años: 867.297; de 45 a 59 años: 474.293; de 60 y más años: 349.566.

Las mujeres que viven en áreas rurales representan el 17.5% de la población, mientras que las que viven en zonas urbanas constituyen el 32.7% de la población. Las mujeres analfabetas constituyen un 12.8% de la población. Según el Informe de Focalización de Pobreza del año 2005, un 41.23% de las mujeres viven bajo la línea de pobreza.

La Dirección Nacional de Prisiones reporta un total de 406 mujeres privadas de libertad.

Según la encuesta de Mercado de Trabajo del Banco Central en el 2003, el 41% de las mujeres mayores de 10 años forman parte de la población económicamente activa.

Los datos de la Oficina Nacional de Estadística se difunden mediante publicaciones regulares y una página electrónica. El personal de la Oficina Nacional de Estadística ha recibido sesiones de sensibilización de género por parte de la Secretaría de Estado de la Mujer.

Las acciones de sensibilización sobre prevención de la violencia y manejo del conflicto abarcan un 75% de la población docente y estudiantil

Si bien el Estado Dominicano no cuenta aún con un observatorio ciudadano contra la violencia, se han dado los primeros pasos tendientes al establecimiento del mismo.

2.
Obstáculos

Teniendo en cuenta la población femenina del país (4.297.326 mujeres) y que anualmente se registran alrededor de 100 femicidios, las estadísticas sobre denuncias relacionadas con violencia doméstica (1056 para el año 2004) y de las llamadas a líneas telefónicas de emergencia (198 en el 2005) son sumamente bajas. Esto podría implicar o que las mujeres no cuentan con información sobre la existencia de mecanismos legales orientados a su protección o que los mismos no les resultan accesibles.

No parece haber uniformidad en los datos estadísticos, ya que los mismos son recopilados por diferentes instancias y responden a intereses diversos.  Asimismo, se presentan algunos vacíos en la información aportada, que incluyen, entre otros, la inexistencia de datos sobre detenciones y sobre el número de mujeres atendidas anualmente en la casa de acogida existente

Si bien resulta promisoria la perspectiva de instalación de un observatorio ciudadano contra la violencia hacia las mujeres, el mismo aún no se encuentra en funcionamiento.

3.
Retrocesos

No se observan retrocesos.
V.
RECOMENDACIONES GENERALES

· Reconocer al Estado Dominicano los esfuerzos realizados para avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones derivadas de la Convención de Belém do Pará.

· En materia de legislación, se reconoce el avance realizado, sobre todo al penalizar la violencia contra las mujeres, mediante la aprobación de la ley 24-97. Sin embargo se recomienda realizar una revisión de dicha ley, a fin de eliminar las normas genéricamente neutras incluidas en la misma, de forma que esta ley se transforme en un instrumento especialmente dirigido a la protección de las mujeres afectadas por violencia, conforme lo demanda el artículo 7, inciso c) de la Convención

· En materia de planes nacionales, se reconocen los esfuerzos realizados por el Estado Dominicano para poner en funcionamiento un Modelo de Nacional de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar. Sin embargo, se insta a ampliar este modelo a fin de que el mismo tenga en cuenta otras formas de violencia contra la mujer, tal como establece el artículo 8 de la Convención.

· En relación con el acceso a la justicia, se reconocen importantes avances en el establecimiento de instancias especializadas en la recepción y tramitación de las denuncias. No obstante, teniendo en cuenta el bajo número de investigaciones y sentencias condenatorias y los plazos que transcurren antes de otorgar las medidas de protección,  se insta, a tomar las medidas necesarias para mejorar la calidad de la respuesta judicial, según lo establecido por el artículo 7 numeral f de la Convención, para que las mujeres logren “medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos”. Un acceso adecuado a la justicia no se circunscribe sólo a la existencia formal de recursos judiciales, sino también a que éstos sean idóneos para investigar, sancionar y reparar estos actos, y prevenir de esta manera la impunidad
/.

· Se recomienda al Estado Dominicano hacer lo posible para la identificación del presupuesto asignado a los programas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

· Se reconocen los esfuerzos realizados por el Estado Dominicano para recopilar información estadística en materia de violencia contra las mujeres e intrafamiliar. Se recomienda centralizar, uniformizar y ampliar la información recopilada de forma que se transforme en un instrumento útil para la toma de decisiones, de acuerdo con el inciso h) del artículo 8 de la Convención.

VI.
RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS

· Se insta a revisar el inciso e. del artículo 309-6 de la ley 24-97, que establece la prohibición a la víctima de trasladar u ocultar los hijos comunes, de forma que las órdenes de protección se constituyan exclusivamente en medidas a favor de las víctimas, en lugar de ser restricciones para las mismas, tal como establece el inciso f) del artículo 7 de la Convención.

· También se solicita revisar la normativa, de manera que se señalen formas de establecer sanciones para aquellos funcionarios y funcionarias que incumplan sus deberes en materia de violencia contra las mujeres, al tenor del inciso a) del artículo 7 de la Convención.

· Se recomienda revisar las modalidades de atención para ofensores y ofensoras, teniendo en cuenta el enfoque de género, de forma que las mismas sean diferenciadas, atendiendo a las particularidades que asume la problemática según los hechos violentos sean perpetrados por hombres o por mujeres.

· Se insta a aumentar el personal de las instancias especializadas en la recepción de denuncias, de manera que se pueda atender en forma oportuna y eficiente a las usuarias de los servicios, tal como establece el inciso f) del artículo 7 de la Convención.

· Igualmente se insta a realizar los ajustes legales y prácticos necesarios para que las órdenes de protección sean emitidas inmediatamente, de modo de asegurar una protección oportuna, eficaz y eficiente para las víctimas, de acuerdo con el inciso f) del artículo 7 de la Convención.

· También se recomienda incluir a las y los testigos de las situaciones de violencia como beneficiarios de las órdenes de protección que pueden ser dictadas en el marco de la ley 24-97.

· Se reconoce el avance significativo realizado en la sensibilización y capacitación de funcionarias y funcionarios encargados de recibir denuncias en materia de violencia contra la mujer.

· Se insta al Estado Dominicano a continuar los esfuerzos realizados para informar a la población sobre la legislación existente para la protección del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, las posibilidades de denuncia y la existencia de servicios de recepción de denuncias, protección y telefónicos, de acuerdo con el inciso e) del artículo 8 de la Convención. La realización de actividades de difusión de la legislación y los servicios vigentes puede incidir positivamente en el aumento de las denuncias y de las llamadas a las líneas de emergencia 

· Se insta a continuar con los esfuerzos que viene realizando la Secretaría de Estado de la Mujer para la apertura de nuevos albergues para mujeres agredidas, sus hijos e hijas y a dotarla del presupuesto necesario para proporcionar este servicio, según lo establecido por el inciso d) del artículo 8 de la Convención.

· Se recomienda a la Secretaría de Estado de la Mujer promover la formación de grupos de autoayuda para ampliar las posibilidades de las mujeres afectadas por la violencia de encontrar un servicio que se ajuste a sus necesidades.
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